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Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a quince de diciembre de 

dos mil veinte. 

 

ASUNTO: Resolución del Juicio Contencioso 

Administrativo interpuesto por *********, en contra de Presidente y 

Contralor Interno del Republicano Ayuntamiento del Municipio de 

Francisco I. Madero, Coahuila, mismo que se radicó bajo el 

número de expediente FA/071/2020, en esta Sala Especializada en 

Materia de Responsabilidades Administrativas del Tribunal de 

Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza; lo cual se 

efectúa a continuación.  

 

A N T E C E D E N T E S: 

 

 
Primero. Con fecha veintidós de mayo de dos mil veinte, 

se recibió escrito ante la Oficialía de Partes del Tribunal de Justicia 

Administrativa de Coahuila de Zaragoza, por parte de *********, 

quien demanda la nulidad de la resolución emitida dentro del 

procedimiento administrativo número *********.  

    

Segundo. Con fecha tres de junio de dos mil veinte se 

dictó acuerdo de prevención para que proporcionara el nombre 

y domicilio del tercero interesado si lo hubiera y el día dieciséis del 

mismo mes y año, se admitió a trámite la demanda la cual se 
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registró con el número estadístico FA/071/2020; se ordenó 

emplazar a las autoridades demandadas, apercibiendo a las 

mismas de presentar en el término de no mayor a tres días hábiles, 

el expediente de responsabilidad administrativa *********. 

 

Tercero. El día veintiséis de junio de dos mil veinte, se 

notificó por oficio a las autoridades demandadas, lo cual obra en 

los acuses de correo certificado del Servicio Postal Mexicano (fojas 

58-60).   

 

Cuarto. Mediante acuerdo de fecha tres de agosto del 

dos mil veinte, se tuvo por admitido el escrito del tercero interesado 

Auditoria Superior del Estado de Coahuila, mismo que contiene su 

contestación. 

 

Quinto. Con fecha seis de agosto de dos mil veinte, se 

dictó acuerdo, donde se tuvieron por recibidos en las oficinas de 

este Tribunal las contestaciones a la demanda por parte de las 

autoridades demandadas Presidente Municipal y Contralor Interno 

del R. Ayuntamiento del Municipio de Francisco I. Madero, 

Coahuila, a quienes se les admitieron las pruebas ofrecidas y se 

ordenó dar vista al accionante con las contestaciones para que, 

en el término de quince días, realizara su ampliación a la 

demanda. 

 

Sexto. El día trece de agosto de dos mil veinte, se acordó 

tener por ofrecidas las pruebas por parte del tercero Auditoria 

Superior del Estado, en cumplimiento al auto de fecha tres de 

agosto del mismo año.  

 

Séptimo. Por acuerdo dictado con fecha diecisiete de 

agosto de dos mil veinte, se tuvo por desahogando la vista en 

relación con la contestación a la demanda por parte Auditoria 

Superior del Estado. 

 

Octavo. Con fecha veinticuatro de agosto del mismo año 

se acordó el desahogo de la vista por parte del accionante 
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respecto de la contestación a la demanda y las pruebas ofrecidas 

por la Auditoria Superior del Estado. 

 

Así mismo, se le tuvo por precluido el derecho a dicho 

accionante *********, para ampliar la demanda respecto a las 

contestaciones realizadas por las autoridades demandadas, así 

como, del expediente administrativo *********, los  diez rotafolios, 

mil quinientas tres fojas de facturas, recetas e identificaciones, vista 

notificada el día  siete  de agosto de dos mil veinte, la cual surtió 

sus efectos el diez del mismo mes y año, siendo el último día para 

desahogar dicha vista el trece de agosto del presente año, de 

igual manera se le hizo efectivo el apercibimiento decretado 

mediante acuerdo del seis de agosto de esta anualidad. 

 

Por otra parte, en dicho acuerdo se determinó no 

acordar de conformidad, el tener al demandante por ampliando 

la demanda, respecto del desconocimiento de ********* de inicio 

del procedimiento administrativo de responsabilidad 

administrativa de donde emana el acto impugnado, en términos 

del artículo 50, fracción IV de la Ley del Procedimiento 

Contencioso Administrativo para el Estado, al considerar que sus 

argumentos son sobre las mismas cuestiones hechas valer en su 

escrito de demanda. 

 

Noveno. El día dos de septiembre del presente año, se 

dictó proveído donde se señaló día y hora para celebrar la 

audiencia de desahogo de pruebas, misma que tuvo verificativo 

el veinte de octubre de dos mil vente, en donde se desahogaron 

las pruebas documentales ofrecidas de acuerdo con su propia 

naturaleza y al no a haber pruebas pendientes se abrió el periodo 

de alegatos por un término de cinco días comunes para las partes. 

 

Decimo. En fecha treinta de octubre de dos mil veinte, se 

declaró tener por presentados los alegatos a todas las partes, 

auto, que tuvo efectos para citación de sentencia, la cual el día 

de hoy, se dicta al tenor de lo siguiente: 
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R A Z O N A M I E N T O S: 

  

 

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Especializada en 

Materia de Responsabilidades Administrativas del Tribunal de 

Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, es legalmente 

competente para resolver el presente juicio en términos de lo 

dispuesto por los artículos 3, 4 y 14  de la Ley Orgánica del Tribunal 

de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza; los artículos 1º 

y 2º de la Ley del Procedimiento Contencioso Administrativo para 

el Estado de Coahuila de Zaragoza; así como lo dispuesto en el 

acuerdo de fecha  uno de febrero de dos mil dieciocho, emitido 

por el Pleno de la Sala Superior de este Tribunal y  publicado en el 

Periódico Oficial del Estado en fecha seis de febrero de dos mil 

dieciocho.  

 

SEGUNDO. Acto impugnado y valoración de las pruebas.  

El demandante solicita la nulidad de la resolución emitida dentro 

del procedimiento administrativo de responsabilidad ********* 

dictada con fecha veintisiete de febrero de dos mil veinte.  

 

Por lo que respecta a las pruebas admitidas y 

desahogadas según prudente arbitrio de este órgano jurisdiccional; 

y respecto a la valoración de las documentales ofrecidas por 

ambas partes en su demanda y contestación respectivamente, 

mismas que quedaron desahogadas dada su naturaleza y 

perfeccionadas, y toda vez que las mismas no fueron objetadas por 

la parte contraria, además, al estar relacionadas con los hechos 

que se pretenden probar, adquieren eficacia demostrativa plena 

en cuanto a su contenido intrínseco, por su reconocimiento tácito, 

de conformidad con lo dispuesto por los artículos 55 y 78 de la Ley 

del Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de 

Coahuila de Zaragoza  y en lo conducente los artículos 243, 385, 

386, 396, 417, 421, 423, 425, 427 fracción IV, VIII y IX, 428, 454, 455, 

456, 457, 459, 461, 462, 463, 490, 496, 497,498, 499, 500, 513, 514 y 

demás relativos del Código Procesal Civil del Estado de Coahuila 

de Zaragoza de aplicación supletoria en materia contencioso 

administrativa, según el artículo 1° de la Ley de la Materia. 
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VALOR Y ALCANCE PROBATORIOS. DISTINCION 

CONCEPTUAL. AUNQUE UN ELEMENTO DE CONVICCION 

TENGA PLENO VALOR PROBATORIO, NO 

NECESARIAMENTE TENDRA EL ALCANCE DE ACREDITAR 

LOS HECHOS QUE A TRAVES SUYO PRETENDA DEMOSTRAR 

EL INTERESADO. 

 

La valoración de los medios de prueba es una actividad 

que el juzgador puede realizar a partir de cuando 

menos dos enfoques; uno relacionado con el 

continente y el otro con el contenido, el primero de los 

cuales tiene como propósito definir qué autoridad 

formal tiene el respectivo elemento de juicio para la 

demostración de hechos en general. Esto se logrará al 

conocerse qué tipo de prueba está valorándose, pues 

la ley asigna a los objetos demostrativos un valor 

probatorio pleno o relativo, previa su clasificación en 

diversas especies (documentos públicos, privados, 

testimoniales, dictámenes periciales, etcétera. Código 

Federal de Procedimientos Civiles, Libro Primero, Título 

Cuarto), derivada de aspectos adjetivos de aquéllos, 

tales como su procedimiento y condiciones de 

elaboración, su autor y en general lo atinente a su 

génesis. El segundo de los enfoques en alusión está 

vinculado con la capacidad de la correspondiente 

probanza, como medio para acreditar la realización de 

hechos particulares, concretamente los afirmados por 

las partes. A través de aquél el juzgador buscará 

establecer cuáles hechos quedan demostrados 

mediante la prueba de que se trate, lo que se 

conseguirá al examinar el contenido de la misma, 

reconociéndose así su alcance probatorio. De todo lo 

anterior se deduce que el valor probatorio es un 

concepto concerniente a la autoridad formal de la 

probanza que corresponda, para la demostración de 

hechos en general, derivada de sus características de 

elaboración; a diferencia del alcance probatorio, que 

únicamente se relaciona con el contenido del 

elemento demostrativo correspondiente, a fin de 

corroborar la realización de los hechos que a tráves 

suyo han quedado plasmados. Ante la referida 

distinción conceptual, debe decirse que la 

circunstancia de que un medio de convicción tenga 

pleno valor probatorio no necesariamente conducirá a 

concluir que demuestra los hechos afirmados por su 

oferente, pues aquél resultará ineficaz en la misma 

medida en que lo sea su contenido; de ahí que si éste 

es completamente ilegible, entonces nada demuestra, 
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sin importar a quién sea imputable tal deficiencia o 

aquélla de que se trate.1 

 
 

En cuanto a la documental pública, consistente en el 

expediente administrativo original número *********, que figura en 

setenta y cinco fojas, se tienen por válidas todas las constancias 

que integran el mismo, además por guardar relación con la materia 

de la controversia, a las cuales se les da valor probatorio pleno de 

conformidad con el artículo 78 de la Ley del Procedimiento 

Contencioso Administrativo para el Estado de Coahuila de 

Zaragoza, en relación con los artículos 450, 455, 456, 460 y demás 

aplicables del Código Procesal Civil del Estado de Coahuila de 

Zaragoza de aplicación supletoria en materia contenciosa 

administrativa, según el artículo 1° de la Ley de la Materia. 

 

En cuanto a las presunciones legales y actuaciones 

judiciales, estas tienen el carácter de indiciarios en lo que 

beneficien o perjudiquen a las partes. 

 

 

TERCERO. Causas de improcedencia. Por cuestión de 

orden y método procesal, es una obligación del suscrito analizar las 

causas de improcedencia que se actualicen en el juicio. 

 

Sin embargo, no se advierte la existencia de alguna causa 

de improcedencia o que las partes hayan invocado alguna. 

 

CUARTO. Conceptos de Anulación. Los motivos de disenso 

hechos valer por la parte accionante se tienen reproducidos, pues 

por un lado no existe disposición expresa en la ley de la materia que 

determine deban constar en la presente resolución y, por otro, ello 

se realiza en obvio de repeticiones estériles. 

 

Por identidad jurídica sustancial cobra vigencia la 

jurisprudencia bajo número de registro164618, y rubro siguiente:  

 

 
1 Época: Octava Época Registro: 210315 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la 

Federación Tomo XIV, Octubre de 1994 Materia(s): Común Tesis: I. 3o. A. 145 K Página: 385  
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CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA 

CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y 

EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES 

INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. 2 

 
QUINTO. Análisis de la litis planteada. A continuación, en 

relación con las pretensiones planteadas por el accionante, de los 

conceptos de anulación y de las contestaciones de las autoridades 

demandadas, procede al examen de aquel o aquellos conceptos 

que pudieran conducir a la nulidad del acto administrativo 

impugnado, se procede a fijar la litis en los siguientes términos:  

En primer lugar, del escrito inicial de demanda, se advierte 

que el actor pretende, la impugnación de la nulidad de la 

resolución emitida dentro del procedimiento administrativo de 

responsabilidad ********* dictada con fecha veintisiete de febrero 

de dos mil veinte. 

Conceptos de anulación, que fueron combatidos por las 

demandadas, oponiendo las defensas que consideraron 

pertinentes. 

 

Lo expuestos por la parte actora y las defensas opuestas 

por las autoridades demandadas, en síntesis, son los siguientes, 

independientemente del estudio que de manera completa se 

realizó para pronunciar esta resolución: 

 

A. El demandante *********, en sus conceptos de anulación   

expuso: 

Primero. Refiere que el Contralor Interno de la Presidencia 

de Francisco I. Madero, Coahuila, no tiene facultad para imponer 

sanción, ya que, de acuerdo con la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas, es el Tribunal de Justicia 

 
2 De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del 

amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de 

violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues 

tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito 

de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de 

legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los 

que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del 

juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios 

de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se 

hayan hecho valer. 
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Administrativa de Coahuila, de conformidad con los artículos 3, 

fracciones IV y VI, 8, fracción III de la Ley en cita. 

 

Segundo. Señala que el acto que se impugna se 

fundamentó en una ley abrogada <<Ley de los Servidores Públicos 

Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza>> (sic) 

y que la ley que era aplicable lo era la Ley General de 

Responsabilidades Administrativa, lo cual deviene según su dicho a 

una nula fundamentación. 

 

Tercero. Falta de notificación del inicio del procedimiento 

de responsabilidad administrativa de donde emana la resolución 

que se impugna. 

 

Cuarto. Que la resolución que se impugna no acredita la 

presunta materialización de la conducta atribuida a su persona, ni 

las normas que se quebrantan con la misma. 

 

B. Las autoridades demandadas negaron los hechos y 

expusieron en su contestación lo referente a los mismos, donde 

señalo el Contralor Interno los siguiente: 

 

* Que la propia Ley de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de 

Zaragoza, en su artículo 3, fracción IX, señala quienes son las 

autoridades competentes, entre las que se encuentra ellos Órganos 

Municipales de Control. 

 

*Agrega que no se violentaron los principios que 

argumenta el accionante y que el procedimiento se encuentra 

legalmente fundamentado en la Ley de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila 

de Zaragoza, por ser la aplicable. 

 

*Que mediante los oficios ********* *********, se le hizo del 

conocimiento de las investigaciones derivadas del informe final de 

auditoria ********* y con el citatorio *********, datado el diez de 

febrero del dos mil veinte, se le informó de su derecho de ofrecer 

pruebas dentro de la audiencia que se llevaría a cabo. 
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* Que en la resolución que se impugna en el considerando 

quinto, se plasmaron las consideraciones lógico-jurídicas, que 

sirvieron de sustento para razonar la conducta que se atribuyó a 

********* 

 

Dichas cuestiones fueron dadas a conocer a la 

contraparte *********, en la vista que le fuera otorgada, quien no 

realizó exposiciones al respecto y le precluyó su derecho para 

realizar manifestaciones, respecto del expediente administrativo 

*********, los diez rotafolios, mil quinientas tres fojas de facturas, 

recetas e identificaciones, como obra en el acuerdo de fecha 

veinticuatro de agosto de dos mil veinte (fojas 159 y 160).  

SEXTO. Ahora, no habiendo actuación alguna pendiente 

por desahogar de conformidad con los artículos 83, 84, 85, 86 y 87 

de la Ley del Procedimiento Contencioso Administrativo para el 

Estado de Coahuila de Zaragoza, se procede a estudiar los 

conceptos de anulación planteados por *********, en su escrito 

inicial de demanda únicamente, ya que, como se mencionó con 

anterioridad, le precluyó su derecho realizar manifestaciones, 

respecto del expediente administrativo *********,  de los diez 

rotafolios, de las mil quinientas tres fojas de facturas, de las recetas 

e identificaciones; tomándose en cuenta también las defensas 

opuestas por las autoridades demandadas, esto, a fin de resolver la 

cuestión efectivamente planteada de manera pronta, completa e 

imparcial, sin que ello conlleve la obligación de seguir el orden 

propuesto por el hoy actor.3 

Una vez analizado lo expuesto por el demandante, así 

como el contenido del presente procedimiento, específicamente 

del expediente administrativo *********, y anexado por el Contralor 

Interno del Municipio de Francisco I. Madero del estado de 

Coahuila de Zaragoza, en su escrito de contestación a la demanda, 

visible  en la carpeta de anexos  de color beige del procedimiento  

con número de expediente *********, y con el propósito de guardar 

 
3 “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL 

ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.” 167961. VI.2o.C. J/304. Tribunales Colegiados de Circuito. Novena Época. Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIX, Febrero de 2009, Pág. 1677.   
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un orden y congruencia en el estudio el asunto que ha sido 

sometido al conocimiento de esta Sala Especializada, así como en 

la redacción de la sentencia, es menester estudiar en primer 

término, el concepto de anulación segundo y posteriormente el 

primero y subsecuentes, expuesto por el demandante bajo el 

numeral, sin pasar desapercibidas las manifestaciones expuestas 

por la autoridad demandada, al momento de contestar la 

demanda, como se mencionó en el párrafo anterior. 

A. Refiere el accionante en su segundo concepto de 

anulación, que la resolución impugnada viola en su perjuicio las 

garantías de legalidad y seguridad jurídica con sagradas en los 

artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, que el acto que se impugna se fundamentó en una ley 

abrogada y que la ley que era aplicable es la Ley General de 

Responsabilidades Administrativa, según el transitorio séptimo. 

 

Dicha manifestación devine infundada e inoperante,  pues 

el accionante pasa por alto lo establecido dentro del decreto 913 

publicado en el Periódico Oficial de la Estado de fecha 11 de 

agosto de 2017, el cual señala que respecto de las conductas de 

los servidores públicos, consideradas por las leyes como faltas 

administrativas,  realizadas hasta antes de la entrada en vigor de la 

Ley General de Responsabilidades Administrativas, se continuará 

aplicando la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos 

estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza  y en 

su caso las demás disposiciones aplicables vigentes al momento de 

su ejecución. 

 

Ahora sí las conductas por las que se sanciona a *********, 

se detectaron a través de la auditoría practicada respecto del 

ejercicio 2017, y si la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas, entró en vigor a partir del día diecinueve de julio de 

dos mil diecisiete, por disposición de su artículo Tercero Transitorio 

(no diez mil dieciséis como lo refiere el accionante),  es de advertirse 

que a ********* en que se llevaron a cabo las conductas que dieron 

origen a la auditoria mencionada, no se encontraba vigente la Ley 
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General en cita, en ese sentido, por lo tanto la ley que resulta 

aplicable, es la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos 

Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, de 

conformidad con el artículo Séptimo Transitorio, de dicho cuerpo 

normativo. 

 

Esto es así, pues como se advierte del expediente anexo 

en folder beige del procedimiento con número de expediente 

*********, y de las facturas anexas en la contestación a la demanda 

de fecha trece de julio del dos mil vente, los pagos de facturas se 

realizaron entre los meses de marzo a julio, por lo que las conductas 

se actualizaron en esas fechas, esto es, antes de la entrada en vigor 

de la Ley General de Responsabilidades. 

B. Respecto al concepto de impugnación identificado 

como primero, donde el accionante señala que el Contralor Interno 

de la Presidencia de Francisco I. Madero, Coahuila, no tiene 

facultad para imponer sanción, el mismo resulta infundado. 

 

Esto es así ya que como se mencionó en párrafos 

anteriores, es la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos 

Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza la que 

resulta aplicable, en ese sentido, las disposiciones que determina la 

competencia de las autoridades para llevar a cabo el 

procedimiento que nos ocupa, son las contenidas en dicha 

legislación, específicamente lo dispuesto por su artículo 3, fracción 

IX,  mismo que dispone: 

 

ARTICULO 3o.- Son autoridades competentes 

para aplicar la presente Ley: 

IX.- Los Órganos Municipales de Control. 

 

En ese orden de ideas, si el procedimiento fue iniciado en 

seguimiento a las observaciones detectadas por la Auditoria 

Superior del Estado, como obra en la carpeta anexa al presente 

procedimiento, específicamente por el oficio *********, girado al 

Presidente Municipal de Francisco I. Madero, por parte del Titular 

de Asuntos Jurídicos de la Auditoria Superior del Estado, en el cual 
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se adjunta <<Resultado final de fiscalización superior, de fecha  dos 

de abril de dos mil diecinueve, remitida mediante oficio *********,  y 

en específico el que contiene la cédula de observación *********>> 

(visible en la carpeta del procedimiento de responsabilidad 

administrativo mismo que se encuentra como anexo en folder color 

beige), y si el Contralor Interno fundamento su actuar en los artículo 

3, fracción IX, 64 y 65 de la Ley de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila 

de Zaragoza y el numeral 133, fracciones II, y XVI del Código 

Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, mismos que se 

plasmaron en los oficios ********* *********; ********* *********; y en la 

audiencia inicial  celebrada el día diecisiete de febrero del dos mil 

veinte, esto nos lleva a concluir que existe una debida 

fundamentación de la autoridad denominada Contralor Interno de 

la Presidencia de Francisco I. Madero, Coahuila y que el mismo si es 

competente para resolver el procedimiento de responsabilidad 

administrativa, derivado de la auditoria en mención. 

 

C. Ahora bien, respecto al tercer concepto de anulación, 

el mismo resulta infundado, para demostrar la calificación aludida 

es importante transcribir el contenido del artículo 62 de la Ley de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y 

Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, mismo que 

establece el procedimiento a seguir en los casos de 

responsabilidades administrativas, el cual refiere: 

 

ARTICULO 62.- En el caso de los servidores 

públicos de la Administración Pública del Estado, 

centralizada y paraestatal, las sanciones 

administrativas a que se refiere este Capítulo, se 

impondrán mediante el siguiente procedimiento: 

 

I.- Se citará por escrito al presunto responsable a 

una audiencia, haciéndosele saber la 

responsabilidad o responsabilidades que se le 

imputen, el lugar día y hora en que tendrá 

verificativo dicha audiencia, y su derecho a 

ofrecer pruebas y alegatos por sí o por medio de 

un defensor. 
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También podrá asistir a la audiencia, un 

representante de la dependencia en que labore 

el servidor público. 

 

Entre ********* de la notificación y la verificación 

de la audiencia, deberá mediar un plazo no 

menor de cinco días ni mayor de quince días 

hábiles. 

 

Cuando para el desahogo de este 

procedimiento fuese necesario que el servidor 

público inculpado se traslade al lugar en que 

resida la autoridad competente, dicho plazo no 

será menor de diez ni mayor de veinte días 

hábiles; 

 

 

 

 

Ahora, como se puede advertir de la imagen que se 

adjunta a continuación a la presente resolución, el citatorio 

contenido en el oficio ********* *********, señala: 

 

1. La citación por escrito para asistir a una audiencia; 

2. Se le está haciendo saber la responsabilidad o 

responsabilidades que se le imputan al accionante; 

3. El lugar día y hora en que tendrá verificativo dicha 

audiencia,  

4. Su derecho a ofrecer pruebas y alegatos por sí o por 

medio de un defensor. 
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******************* 

********

********

*** 

******************* 

***
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***

***

***
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* 

****************************** 

******************

* 

******************

* 

**********

********* 

**************

***** ****************

*** 

******************* 
******

******

******

* 

************

******* 

********************

********************

********************

********************

********************

********************

******************** 
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Lo anterior nos lleva a determinar que dicho citatorio, cumple 

con los requisitos establecidos en la ley de responsabilidades aplicable, 

y por lo tanto contrario a lo expuesto, sí se le dio a conocer el 

procedimiento que se le seguía en su contra. 

*****************************

*****************************

******** 

********************

********************

********************

********************

********************

********************

********************

********************

******************** 

**********************

**********************

********************** 
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De igual manera, como obra en el expediente que nos ocupa 

el accionante ya era conocedor del procedimiento de solventarían de 

observaciones detectadas por la Auditoria Superior del Estado, como se 

aprecia en el citatorio ********* de ******************, y de la diligencia 

celebrada el veintidós de enero de la misma anualidad a la cual asistió, 

constancias que se adjuntan a la presente resolución para una mejor 

comprensión.  

 

 

*************

****** 

****************

********

 **********

**************** 

******************

* 
************************************************* 

**********

********* 

***

***

***

***

***

***

* 

********************

******************** *************

*************

*************

*************

************* 
***************

**** 
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D. Por lo que respecta al cuarto concepto de anulación, 

el mismo resulta infundado toda vez que esta Sala Especializada 

considera que en la sentencia del veintisiete de febrero de dos mil 

vente, materia de este procedimiento, se encuentra debidamente 

acreditada la falta cometida, así como la conducta que se le 

imputa al accionante, pues como se puede apreciar en el 

considerando quinto (V), específicamente en las fojas de la cuatro 

a la nueve, de dicha sentencia, en las cuales se señaló lo siguiente: 

***************

**** 

***************

**** 
******************* 

***************

**** ***************

**** *****************

** 

******************* 

******************* 

******************* 
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* 

**********
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************

* 

************ 

************

* 

*********** 

*********

**** 
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De las anteriores imágenes podemos advertir que se 

especifica lo siguiente: 

 

*No quedaron solventadas las observaciones detectadas 

en la auditoria que dio origen a las investigaciones y procedimiento 

***************************** 

**********

* 

***************

**** 

*************

**** 
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responsabilidades administrativas, específicamente a la compra 

del medicamento para la farmacia municipal al proveedor 

*********, al no cumplir con lo dispuesto en los artículos 287, 30 y 335 

del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila 

de Zaragoza. 

 

*Que la Tesorería Municipal, es el órgano municipal 

encargado de la recaudación y custodia de los fondos, garantía y 

valores municipales, así como la ejecución de los pagos que se 

efectúan por parte del municipio de conformidad con el artículo 

129 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza 

y que es obligación del tesorero (cargo que desempeñaba 

*********)vigilar y documentar la ministración de los fondos público, 

organizar la contabilidad y control del ejercicio presupuestal de la 

tesorería, etc, por disposición del numeral anteriormente citado en 

sus fracciones IV y VI. 

 

* Que durante el ejercicio fiscal del 2017, *********, se 

desempeñó como Tesorero Municipal de la Presidencia de 

Francisco l. Madero, Coahuila, que era el encargado de vigilar y 

documentar de manera legal y completa los movimientos que 

involucran egresos del Municipio, y que dentro de la investigación 

hecha por el órgano de Control en relación al procedimiento de 

pago de las facturas emitidas por el proveedor *********, se 

señalan irregularidades del tipo administrativo ya que por una 

parte, los oficios tanto de solicitud cómo de recepción de 

medicamento, y el de solicitud de autorización para el pago de 

las facturas, no cuentan con un sello de recibido ni de la 

Presidencia Municipal, ni de la Secretaría del Ayuntamiento, que 

no consta que esos oficios fueron recibidos en esas Dependencias 

para seguimiento, control y en su caso autorización de dicho 

trámite. 

 

*Que se acredita que la compra al proveedor *********, 

referente a la adquisición de medicamento para la farmacia 

municipal, no fue vigilada ni documentada de manera 

satisfactoria por parte del Ex Tesorero de la Presidencia de 
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Francisco l. Madero, ya que éstas compras se realizaban 

continuamente y en varias ocasiones, esto conforme a las 

diferentes fechas que presentan las facturas emitidas por dicho 

proveedor; que las cantidades y constancia con la que se emitían 

los pagos a través de las transferencias electrónicas debieron 

representar atención por parte de ********* como parte de sus 

funciones al desempeñarse como Tesorero Municipal, pues de 

haberlo hecho pudo detectar que éstas transferencias se 

estaban haciendo desde la cuenta de un usuario que ya no 

laboraba para el municipio. 

 

*Que dentro de sus facultades estaba el presentar a la 

Comisión de Hacienda del Ayuntamiento, dentro de los primeros 

siete días hábiles de cada mes los estados financieros que 

correspondan al mes anterior; y debió percatarse de éstos 

movimientos de egresos reflejados en el erario público municipal 

y le correspondía verificar éstas compras para organizar la 

contabilidad y control del ejercicio presupuestal de la Tesorería y 

demás dependencias municipales, organismos descentralizados 

y entidades paramunicipales. 

 

*Que se encuentra la existencia de las recetas que se 

emitieron de parte del Departamento de Salud Municipal 

otorgadas a diferentes usuarios adjuntando a las mismas la copia 

de la credencial de elector, que al verificar las firmas de los 

pacientes contra las de le credencial de elector de -los mismos, no 

coinciden y que varias recetas no cuentan con la firma del médico 

que emite esa receta. Surgiendo nuevamente incertidumbre sobre 

el destino que tuvieron los medicamentos que fueron adquiridos 

para la farmacia municipal y pagados al proveedor *********, que 

existen incongruencias en los documentos que validaban el 

otorgamiento y distribución del medicamento a los pacientes, y 

que se acredita que no se tuvo el debido control y vigilancia en 

dicho proceso, si es que en realidad se adquirieron y surtieron al 

Municipio. 
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*Que confirman la irregularidad atribuida al *********, en 

su calidad de Ex Tesorero de la Presidencia de Francisco l. Madero, 

al omitir vigilar y documentar toda ministración de fondos públicos; 

así como omitir organizar la contabilidad y control del ejercicio 

presupuestal de la Tesorería y demás dependencias municipales, 

organismos descentralizados y entidades paramunicipales, en 

general, conforme lo indica el artículo 129 fracciones IV y VI del 

Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

De las imágenes y relación anterior, podemos advertir 

que contrario a lo expuesto por el accionante, no existe violación 

a los principios de legalidad y seguridad jurídica, consagrados en 

los artículos 14 y 16 Constitucionales, en virtud de que en la 

sentencia de fecha veintisiete de febrero de dos mil veinte, quedó 

acreditada la conducta que se le atribuía a *********, en su calidad 

de Ex Tesorero de la Presidencia de Francisco l. Madero, esto es, la 

misma se encuentra debidamente fundada, motivada. 

En conclusión, ante la inoperancia y lo infundado de los 

argumentos hechos valer por el accionante, se confirma la 

resolución de fecha veintisiete de febrero de dos mil veinte, y por 

lo anteriormente expuesto se declara la validez del acto 

impugnado. 

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en los 

artículos 83, 85, 87 y demás relativos de la Ley del Procedimiento 

Contencioso Administrativo para el Estado de Coahuila de 

Zaragoza, esta Sala Especializada resuelve: 

 

 

PRIMERO. Se declara la validez del acto impugnado, por 

los motivos y fundamentos expuestos en el considerando sexto de 

esta sentencia.  

 

 

SEGUNDO. Notifíquese personalmente a la parte 

accionante, mediante oficio a las autoridades demandadas y al 

tercero. 
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Así lo resolvió y firma el Licenciado Marco Antonio 

Martínez Valero, Magistrado de la Sala Especializada en Materia 

de Responsabilidades Administrativas del Tribunal de Justicia 

Administrativa de Coahuila de Zaragoza, ante la licenciada 

Roxana Trinidad Arrambide Mendoza, Secretario de Estudio y 

Cuenta que autoriza y da fe de sus actos. Doy fe. 


